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			Presentación


			Malena Silveyra y Valeria Thus


			Quince años ininterrumpidos de juicios contra los genocidas.


			Quince años de testimonios de sobrevivientes sobre el horror de los campos de concentración. Quince años haciendo lugar a las víctimas, reconociéndolas, inscribiendo su testimonio en el espacio de lo público.


			Quince años de testimonios de los familiares sobre la búsqueda de los detenidos-desaparecidos.


			Quince años de investigación judicial.


			Quince años en los que los organismos de derechos humanos, los estudiantes y la sociedad en general participan de las audiencias públicas, acompañando a los sobrevivientes y familiares, pero también observando la escena judicial y a sus operadores (jueces, fiscales, querellantes y defensores), que se saben observados.


			Los números redondos nos llaman a hacer balances. Se nos presentan como mojones en la historia que nos convocan a mirar el camino recorrido, identificar el lugar en el que nos encontramos y planificar los caminos por transitar.


			Este libro pretende responder a la necesidad de parar un momento a reflexionar sobre lo hecho y así poder seguir el camino profundizando en lo que todavía nos queda por hacer.


			Nosotras, provenientes de distintas disciplinas (una abogada y la otra socióloga), nos encontramos en el intento de pensar el genocidio y sus consecuencias. Nos encontramos acá, en la Universidad de Buenos Aires, en nuestra casa. De ese encuentro surgieron distintos proyectos que permitieron enriquecernos en el pensar y hacer juntas. Como parte de ese recorrido, comenzamos en la Facultad de Derecho el Programa Justicia y Memoria, en el que nos abocamos a la recuperación y reparación de los legajos de los estudiantes de la Facultad detenidos-desaparecidos y asesinados durante la dictadura militar y desde el cual pensamos el Seminario de Extensión Universitaria “Los y las estudiantes vamos a los juicios”. Desde el 2014, cientos de estudiantes de distintas etapas de la carrera de Abogacía se acercaron, en muchos casos por primera vez, a participar de los juicios contra los genocidas. Compartir con ellos y ellas esta experiencia histórica nos ha formado y transformado en nuestro quehacer militante y profesional. 


			Muchas reflexiones han surgido en estos años recorridos sobre el proceso de juzgamiento, y sobre la experiencia de hacer con otros. 


			Comprendimos que los juicios pueden aportar en el proceso de elaboración social del genocidio, pero que, para que eso ocurra, lo que sucede en las salas de audiencias debe salir de los tribunales. Resulta fundamental encontrar espacios de reflexión y difusión de estos procesos para así poder reapropiarnos de esta experiencia. Este libro pretende ser un aporte en ese sentido.


			Comprendimos, también, que en la escena judicial, en ese territorio tan deseado por los afectados directos, que tanta lucha costó conseguir, se tejen tramas que articulan saberes distintos, experiencias vitales, reflexiones individuales y colectivas. Que en esas salas de audiencias, las disciplinas y los saberes específicos tienen límites difusos y se mezclan las voces y reflexiones de quienes vivieron en carne propia el secuestro y la tortura con conceptos de la psicología, la medicina, la sociología, la historia y el derecho, que se dan cita, con menos celos y recelos que en conferencias y universidades, para intentar entender lo que por separado parece inentendible: ¿Cómo fue posible el genocidio? ¿Qué efectos tiene en nuestra sociedad? ¿Qué podemos hacer con eso tan doloroso?


			Y en este punto, esta universidad pública, sus profesionales y su editorial tienen un rol trascendente para jugar. Este libro, editado por la editorial universitaria de la Universidad de Buenos Aires, donde estudiamos, investigamos y damos clase; donde está inscripta la experiencia de acercamiento a los juicios que despertó este proyecto, es un intento de volver al ámbito universitario para acercarle parte de ese conocimiento construido en los tribunales. Expresa en sus diferentes artículos la diversidad de saberes que circulan en los juicios, las distintas miradas, aproximaciones y posiciones frente a varios temas. 


			A la vez, se propone como un espacio donde condensar parte de ese rico y heterogéneo recorrido, de un modo particular: quienes escriben en este libro son, ante todo, mujeres y varones con quienes compartimos el compromiso por memoria, verdad y justicia. Articulistas provenientes de disciplinas diversas, con distintas inserciones profesionales, variadas trayectorias militantes y pertenecientes a disímiles generaciones que puedan dar cuenta de las reflexiones, investigaciones, experiencias vitales y prácticas realizadas en torno al proceso de juzgamiento de los crímenes de Estado en nuestro país.


			Con los artículos nos propusimos abordar distintos aspectos del proceso de juzgamiento reabierto en 2006. En la primera parte del libro presentamos un conjunto de siete artículos que proponen miradas integradoras del proceso de juzgamiento, a la vez que lo hacen desde distintos puntos de entrada que se entrelazan en sus diversidades y se amalgaman en una continuidad y unidad interpretativa. El libro comienza con el artículo de Marcelo Raffin que realiza una lectura de la dimensión que los derechos humanos asumieron y del papel que jugaron en los regímenes dictatoriales, durante la transición posdictatorial y en la consolidación de los regímenes democráticos en la región durante las últimas décadas. A continuación, Daniel Rafecas analiza los distintos modelos de justicia transicional a partir del caso argentino en perspectiva comparada con los procesos penales en Alemania, a la vez que intenta describir la especificidad del caso argentino. Para reforzar esta idea, el artículo de Valeria Thus da cuenta del trascendente rol del movimiento de derechos humanos para materializar las políticas de justicia, verdad y memoria en nuestro país, es decir, invita a pensar el proceso de juzgamiento en la interacción entre la sociedad civil y las instituciones del Estado. Continuando con esta línea, Daniel Feierstein y Malena Silveyra analizan las particularidades de los quince años de juzgamiento y el rol de las querellas cuyos debates y propuestas le imprimen al proceso argentino un color particular. 


			El análisis específico de las prácticas cotidianas en el juzgamiento se plantea en el artículo de Samanta Casareto y Jazmín Lavintman, donde se analiza el rol del trabajo con archivos en los juicios por crímenes de Estado y las articulaciones que posibilitaron que se convirtiera en una de las políticas públicas fundamentales en la construcción de memoria, verdad y justicia. El artículo de Fabiana Rousseaux, por su parte, incorpora una experiencia singular del proceso argentino como son las políticas públicas de acompañamiento a los testimoniantes y la reparación integral de las víctimas. Finalmente, en el artículo de Gabriel Ignacio Anitua se analiza la publicidad de los juicios desde 1985 a la actualidad como consolidación de la democracia, pero también de la memoria colectiva.


			La segunda parte del libro se conforma de un conjunto de artículos que se ocupan de aspectos singulares del caso argentino que, sin ser los únicos, consideramos adquieren singular relevancia sobre todo desde la reapertura de los juicios en 2006. Se trata de cuestiones que no habían sido tratadas en la primera etapa de juzgamiento de la década de 1980 y que la reapertura y continuidad de los juicios permitieron pensar. 


			En primer lugar, se analizan prácticas del proceso genocida que comienzan antes del golpe de Estado de 1976. En ese sentido, el artículo de Ana Sofía Jemio y Julia Vitar sobre el Operativo Independencia se enfoca en el juzgamiento del inicio del proceso represivo en la provincia de Tucumán y el funcionamiento del primer centro clandestino de detención en 1975. El artículo de Gladys Estela Loys, ex presa política, da cuenta del encarcelamiento de militantes populares, las experiencias singulares de los presos y presas políticas, y los recorridos de los sobrevivientes en la construcción de memoria, verdad y justicia. 


			El artículo de María Eugenia Mendizábal, socióloga y coordinadora del Sitio de Memoria ex-Olimpo, en colaboración con Yamila Sansoulet, hija de detenidos-desaparecidos y víctima del proceso, se refiere a la problemática de los niños y las niñas afectados directamente durante el genocidio y la articulación entre sobrevivientes, sitios de memoria y juicios. 


			Los artículos de Walter Bosisio y Ana Oberlin analizan dos de las prácticas que se han podido visibilizar en esta nueva etapa del proceso de juzgamiento y que constituyen uno de los principales desafíos en los años que vienen. La primera de estas prácticas se refiere la responsabilidad empresarial y la necesaria responsabilización de los empresarios en el proceso represivo. La segunda, trata la particularidad de las violencias diferenciales a mujeres cis, gays, lesbianas, trans y travestis durante el proceso genocida en nuestro país, dando cuenta de los avances y retrocesos en su posibilidad de juzgamiento. 


			En el cierre del libro, el artículo de Mercedes Soiza Reilly incorpora un elemento que ha sido desarrollado en esta etapa de los juicios y que da cuenta del destino final de los detenidos-desaparecidos: los vuelos de la muerte. Sin dudas, los avances de las investigaciones realizadas al respecto en el marco de los juicios han sido uno de los principales aportes para los familiares y compañeros de las víctimas. 


			Convencidas de que se puede “hacer ciencia” comprometida con las necesidades de nuestros pueblos, esperamos que este libro sea entonces un aporte, señalando luces y sombras en la construcción de la memoria, la verdad y la justicia.


		




		

			PRIMERA PARTE


		




		

			Derechos humanos y democracia en los regímenes posdictatoriales del Cono Sur de América(1)


			Marcelo Raffin


			Introducción


			En su obra Homo sacer I. El poder soberano y la nuda vida (1995), Giorgio Agamben recuerda el delgado hilo que une y separa las formas democráticas de las totalitarias. Con este señalamiento, Agamben (2005: 14, 133) recupera una tesis que ya había sido señalada a lo largo del siglo XX por otros pensadores y teóricos políticos como Carl Schmitt, Karl Löwith y Leo Strauss. La tesis no carece de sentido provocador pues sostiene, antes que la ruptura de regímenes políticos de signo contrario, una línea que, en lugar de oponerlos, establecería una continuidad entre ambos según se pongan de relieve algunos rasgos, aspectos o prácticas constitutivos o esenciales del régimen por sobre otros. La tesis constituye, además, tanto un diagnóstico como una advertencia frente a los regímenes que moldearon las formas vida, su valor o disvalor o, finalmente, su negación o supresión, en el siglo XX, y cómo lo siguen haciendo actualmente. Por lo demás, si bien no expresada explícitamente en esos términos, la tesis también alcanzó los desarrollos y las contribuciones de Hannah Arendt quien, entre otras ideas, sostiene, lúcidamente, al final de Los orígenes del totalitarismo (1951: 459) que 


			... los nazis y los bolcheviques pueden estar seguros de que sus fábricas de aniquilamiento, que demuestran la solución más rápida para el problema de la superpoblación, para el problema de las masas humanas económicamente superfluas y socialmente desarraigadas, constituyen tanto una atracción como una advertencia. Las soluciones totalitarias pueden muy bien sobrevivir a la caída de los regímenes totalitarios bajo la forma de fuertes tentaciones, que surgirán allí donde parezca imposible aliviar la miseria política, social o económica en una forma valiosa para el hombre. 


			Más allá o más acá de la especificidad de la discusión que acabo de referir acerca de la naturaleza de los regímenes políticos contemporáneos de signo contrario y de la relación que existe entre ellos, algunos de los movimientos fuertes que ha experimentado la política y sus configuraciones concretas en el Cono Sur de América en los últimos años (en particular, teniendo en cuenta las expresiones del neoliberalismo) llevan a revisar estas ideas y, especialmente, a sopesar el vínculo que han mantenido con los derechos humanos como uno de los mecanismos fundamentales del régimen democrático.(2) Esta vinculación adquiere mayor relevancia en virtud de la dimensión que los derechos humanos asumieron y del papel que jugaron en los regímenes dictatoriales durante la transición posdictatorial y en la consolidación de los regímenes democráticos en la región durante las últimas décadas. En efecto, aun reconociendo la diferencia que hayan podido tener específicamente en cada caso, los derechos humanos se presentaron como un mecanismo de denuncia y combate de la política represiva de las dictaduras y como una de las herramientas fundamentales para la construcción de las nuevas democracias, contribuyendo, de manera decisiva, sea como forma de revisión del pasado traumático y doloroso de las dictaduras, sea como pilar fundamental o indicador de la consolidación y de las tareas pendientes de los nuevos regímenes. 


			Sin embargo, el desenvolvimiento de los regímenes democráticos, con sus luces y sus sombras, ha demostrado en qué medida han podido prevalecer líneas de continuidad de los regímenes dictatoriales o nuevos desarrollos de formas autoritarias. Estas líneas y desarrollos, traducidas en tendencias, corrientes de opinión, ideas más o menos articuladas o prácticas concretas de desinstitucionalización, han llevado a deslegitimar el valor del régimen democrático, a despreciar sus ideas, instituciones y prácticas fundamentales y a erosionar el proceso de consolidación y perfeccionamiento del régimen. Entre ese conjunto de ideas y prácticas deslegitimantes, aparecen, entre otros elementos, la subestimación, el desconocimiento, la negación o abiertamente el embate de los derechos humanos y, en particular, de las políticas públicas que los pueden tener como objeto central o como guía de sus planes de acción, sus mecanismos de promoción, respeto y realización efectiva, la voluntad efectiva de la progresividad de sus horizontes de protección y aplicación y el hecho de considerarlos uno de los pilares indiscutidos de la democracia que, en el mejor de los casos, solo es percibido como un aspecto políticamente correcto. 


			Frente a este panorama no exento de incertezas, inquietudes y peligros, este artículo pretende analizar las potencialidades y virtualidades de los derechos humanos hoy en día en el desarrollo y la consolidación de los regímenes democráticos en el Cono Sur de América, a partir de las líneas de continuidad de los regímenes dictatoriales y de nuevos desarrollos autoritarios, que se pueden verificar en el contexto de procesos posdictatoriales recientes y aún incompletos. A tal fin, procederé a analizar los siguientes puntos:


			

					las categorías de la transición posdictatorial y la consolidación democrática y la formulación de una serie de observaciones críticas sobre dichos procesos en el Cono Sur de América;


					el “tratamiento del pasado” como procesamiento del reciente pasado dictatorial en clave del tratamiento de las violaciones de derechos humanos y de los delitos cometidos a partir de las demandas de verdad, justicia, reparación, reconciliación y memoria; y 


					específicamente, en el marco de las variables anteriores, las potencialidades y las virtualidades de los derechos humanos en los regímenes democráticos y posdictatoriales actuales de la región, en el marco de las líneas de continuidad de los regímenes dictatoriales y de nuevos desarrollos autoritarios.


			


			Las categorías de la transición posdictatorial y la consolidación democrática 


			Las experiencias de democratización del siglo XX, y, en particular, las que tuvieron lugar entre las décadas de 1970 y 1990, dentro de las cuales podemos ubicar las del Cono Sur de América, han dado lugar a una serie de herramientas teóricas que han redundado, en particular, en las categorías de transición y consolidación democráticas al tiempo que han permitido revisar la caracterización de los regímenes previos como autoritarios, dictatoriales, totalitarios o no democráticos.


			Con el fin de poder comprender, analizar y evaluar estas categorías, creo conveniente, en primer término, presentar una serie de precisiones que permitirán encuadrar mejor su contexto de producción, sus implicancias y su eficacia como herramientas de análisis.


			En primer lugar, es necesario tener en cuenta que cuando hablamos de transición posdictatorial y democrática, estamos refiriéndonos al momento del después o momento pos de un régimen de signo contrario a un régimen democrático. Es justamente esta característica de signo político no democrático (autoritario, dictatorial, totalitario) la que habilita identificar un cambio respecto del momento y del régimen anterior. De lo contrario, no se podría hablar ni de momento ni de régimen pos. 


			En segundo lugar, sostener la categoría de transición implica emplear una variable de análisis que introduce una dimensión dinámica y relacional entre actores sociales y, más específicamente, entre actores sociopolíticos. En particular, el análisis de este proceso se focaliza en la interacción entre actores sociopolíticos en el marco de la relación entre el Estado y la sociedad civil. 


			En tercer lugar, en todo proceso transicional es necesario poner de relieve las líneas de continuidad, pero también las de ruptura respecto del régimen anterior, que gravitarán, en mayor o menor medida, en la construcción del nuevo régimen democrático.


			Y, finalmente, en cuarto lugar, todo proceso transicional implica, en general, una mirada crítica sobre ese pasado inmediato y reciente con el que se pretende marcar un cambio o un corte, lo que, en términos generales, lleva a la necesidad de plantearse una refundación del régimen político. En ese movimiento de mirada crítica sobre el pasado inmediato y reciente, una de las tareas que se plantean los actores del proceso de transición democrática es el desafío de saber qué hacer con ese pasado. En particular, si tenemos en cuenta las experiencias de los procesos posdictatoriales del Cono Sur de América, ese desafío se tradujo en las pujas, los conflictos y las tensiones entre actores estatales y de la sociedad civil (entre otros, víctimas y familiares de víctimas de la represión dictatorial, organismos de derechos humanos, sindicatos, partidos políticos, iglesias) acerca de cómo procesar el traumático y doloroso pasado dictatorial, la interrupción de la institucionalidad democrática, las políticas represivas, el terrorismo de Estado, y, en particular, las graves y sistemáticas violaciones de los derechos humanos y los delitos cometidos por las autoridades del régimen anterior. El procesamiento del pasado dictatorial en esta clave fue formulado por los analistas locales bajo la categoría de “tratamiento del pasado” a partir de una serie de demandas o reclamos básicos en términos de verdad, justicia, reparación, reconciliación y memoria.


			Ahora bien, si nos atenemos al estado del arte que se ha ido elaborando particularmente en el campo de la teoría y la ciencia política sobre la cuestión de la transición y la consolidación democráticas, fueron sobre todo Guillermo O’Donnell y Philippe Schmitter, con su investigación Transiciones desde un gobierno autoritario. Conclusiones tentativas sobre las democracias inciertas (1986), quienes marcaron el tono respecto de las experiencias dictatoriales del Cono Sur de América.(3) En este trabajo, los politólogos definen la transición como “el intervalo que se extiende entre un régimen político y otro” (1994: 19). Ello quiere decir que la transición implica un periodo de pasaje entre dos momentos consolidados, o mejor dicho, en el que dos regímenes se encuentran bien consolidados. La cuestión, reconocen estos analistas, depende entonces, al mismo tiempo, de la definición de régimen que se adopte. En este sentido, presentan una definición de régimen de carácter procedimental como


			... el conjunto de pautas, explícitas o no, que determinan las formas y canales de acceso a los principales cargos de gobierno, las características de los actores admitidos y excluidos con respecto a ese acceso, y los recursos o estrategias que pueden emplear para ganar tal acceso. Esto entraña forzosamente la institucionalización; o sea, para que las pautas que definen a un régimen sean pertinentes, ellas deben ser conocidas, practicadas y aceptadas regularmente al menos por aquellos a quienes esas mismas pautas definen como los participantes en el proceso (1994: 118).


			O’Donnell y Schmitter, que están interesados en hacer una comparación y generalización sumarias de los regímenes políticos, otorgan un nombre genérico a estos conjuntos de pautas y hablan entonces, según el caso, de régimen autoritario o democrático, ocasionalmente dividido en subtipos.


			La consolidación es, en consecuencia, el régimen y el momento posteriores a la transición. Según O’Donnell y Schmitter, la transición se caracteriza por el hecho de que en su transcurso, las reglas del juego político no están definidas. No solo se hallan en flujo permanente sino que, además, en general, son objeto de una ardua contienda; los actores luchan no solo por satisfacer sus intereses inmediatos o los de aquellos que dicen representar, sino también por definir las reglas y los procedimientos cuya configuración determinará probablemente quiénes serán en el futuro los perdedores y los ganadores. Señalan, en particular, que “en verdad, estas reglas emergentes definirán en gran medida los recursos que legítimamente pueden aplicarse en la arena política y los actores a los que se permitirá participar en ella” (1994: 19). La señal típica del comienzo de una transición es que estos gobernantes autoritarios, por cualquier motivo, comienzan a modificar sus propias reglas con vistas a ofrecer mayores garantías para los derechos de los individuos y grupos. 


			Relacionada con las investigaciones que acabo de mencionar, otra de las contribuciones relevantes que ha marcado el debate y la producción de las categorías de transición y consolidación democráticas, ha sido la que Samuel Huntington presenta en el artículo “Democracy’s Third Wave” publicado en el Journal of Democracy de la Johns Hopkins University y en el libro La tercera ola. La democratización a finales del siglo XX, en 1991. En estos trabajos, Huntington analiza, en especial, los procesos de democratización contemporáneos y las transiciones y las consolidaciones democráticas que implican. Pero lo hace inscribiendo su análisis en lo que considera la tercera ola de democratización, que ha tenido lugar en el mundo contemporáneo entre las décadas de 1970 y 1990, luego de las dos olas de democratización anteriores que se produjeron con las revoluciones burguesas entre finales del siglo XVIII y durante el siglo XIX y hacia mediados del siglo XX, respectivamente. A cada una de estas olas de democratización, Huntington hace corresponder contraolas, que han significado retrocesos en los países en los que se habían producido las olas anteriores. En este sentido, en particular respecto de la tercera ola, donde aparecen las experiencias posdictatoriales del Cono Sur de América, se plantea la cuestión de los problemas de la consolidación del régimen, dentro de los cuales, identifica tres fundamentales que afectan el desarrollo de la consolidación de los nuevos sistemas políticos democráticos: los de transición –es decir, aquellos específicos de cada proceso transicional–, los contextuales o propios e históricos de cada sociedad y los sistémicos, derivados del funcionamiento del sistema democrático. Focaliza su interés particularmente en los segundos. 


			Observaciones críticas sobre la transición posdictatorial y la consolidación democrática en el Cono Sur de América


			Teniendo en cuenta los trabajos y las categorías que acabo de considerar, creo necesario formular una serie de observaciones a fin de poder calibrar el análisis de los procesos democráticos posdictatoriales en la región (y, eventualmente, en otros contextos sociohistóricos). 


			Revisión de las categorías de transición y consolidación democráticas 


			En primer lugar, estimo necesario aligerar o matizar la división que se establece entre transición y consolidación democráticas, particularmente en la obra citada de O’Donnell y Schmitter, en la medida en que ambos momentos constituyen antes bien procesos que, como tales, pueden ser caracterizados, de manera más precisa, como incompletos o inacabados en la medida en que el régimen democrático (que constituye la piedra de toque de la teoría de la transición) no está aún consolidado en todas sus dimensiones sino solamente en algunas, lo que, por lo demás, acarrea serios problemas de gobernabilidad. Por lo tanto, en mi opinión, los nuevos regímenes democráticos podrían ser caracterizados de manera más eficaz, entre otros, como democracias precarias, incompletas, delegativas, sin ciudadanía o aliberales (illiberal democracies).(4) De hecho, el propio O’Donnell (1997) revisó sus ideas sobre la consolidación del régimen democrático en trabajos posteriores, asumiendo una posición más cercana a la que sostengo, en su consideración de lo que denomina democracia delegativa y de la categoría de institucionalización.


			Al mismo tiempo, reconozco que ciertamente es necesario establecer un momento preciso de término o corte en la transición posdictatorial a fin de poder considerar la consolidación del nuevo régimen democrático. Si el proceso permaneciera indefinidamente abierto o en curso, carecería de sentido la distinción mentada entre transición y consolidación y, más aún, entre regímenes políticos democrático y autoritario o no democrático, con lo que estas herramientas perderían su especificidad. Solo que en el caso considerado, y, en particular, si tenemos en cuenta el desarrollo de las democracias posdictatoriales de la región, creo necesario subrayar el carácter aún incompleto de estos procesos sobre la base de la insuficiencia de la consolidación democrática en algunos de los aspectos fundamentales del régimen como fallas en la institucionalidad del Estado de derecho (entre otros, vulneración de la división de poderes, no respeto del principio de legalidad, nepotismo, prácticas fraudulentas o corruptas, ignorancia e incumplimiento de los derechos humanos y las garantías fundamentales), resurgimiento de ideologías autoritarias, fascistas y elitistas y abandono o rechazo de políticas de alcance más o menos ampliado o popular. 


			Asimismo, en varios casos y en repetidas oportunidades hasta la actualidad, estos procesos transicionales incompletos se ven interferidos por la negación o el desconocimiento de las violaciones de los derechos humanos, los delitos o las prácticas represivas de los regímenes dictatoriales. Esta negación juega un rol sumamente negativo en términos del proceso de democratización, especialmente en lo que concierne a la consolidación del régimen democrático. La revisión del pasado, la discusión, el debate y sobre todo, su emplazamiento bajo la luz del centro de la arena pública, y la asunción de ese pasado por parte del Estado democrático, llevan a un ejercicio de recomposición de actores e intereses también en transición.


			Relación entre la legitimidad y los términos de las transiciones


			El grado de legitimidad de los regímenes dictatoriales del Cono Sur guardó una relación directamente proporcional con los términos de las transiciones. La legitimidad del régimen autoritario permitió a los actores militares, un poder, una capacidad de negociación y una autonomía más o menos considerable respecto de aquellos que desempeñaron la tarea del nuevo gobierno y de una refundación democrática. De esta suerte, la relación cívico-militar constituyó una variable central de todos los procesos de transición y democratización. De ahí que Manuel Garretón (1983: 85) haya propuesto una clasificación de las salidas de un régimen a otro según estas fueran programadas o impuestas por los actores concernidos. Por su parte, Carlos Acuña y Catalina Smulovitz (1996) sugirieron la clasificación siguiente: “del gobierno a la subordinación” para la Argentina, “del autoritarismo a una democracia tutelada militarmente (ma non troppo)” para Brasil y “del autoritarismo a una democracia tutelada militarmente” para Chile. 


			Particularidad de cada proceso de transición


			Los tiempos y las velocidades de los procesos de transición fueron diferentes y respondieron, de manera prioritaria, a la historia particular de cada país, a sus tradiciones democráticas y autoritarias, a sus regímenes de poder y a la dimensión y al alcance de las prácticas sociales y políticas de los actores y de los grupos históricos, en recomposición y nuevos. 


			Contextos regional y mundial


			Las modificaciones en la trama de las relaciones de poder, hegemonía y dominación a nivel internacional y en el peso específico de los países y los bloques regionales, que pudo verificarse durante las transiciones posdictatoriales y, en particular, la instalación recursiva de experiencias neoliberales en la región, influyeron de manera efectiva en los procesos de transición, en mayor o menor medida, según las historias locales de cada uno de los países considerados, produciendo, de cierta manera y al mismo tiempo, un efecto de retroalimentación.


			Los juicios en otras latitudes 


			Los procesos judiciales que tuvieron lugar durante las últimas dos décadas en países europeos, especialmente en España e Italia, contra algunos responsables de las dictaduras del Cono Sur de América, renovaron la mirada (a nivel local e internacional), sobre un pasado muy reciente que parecía, hace tan solo algunos años, cerrado u olvidado para buena parte de las sociedades concernidas. Al mismo tiempo, permitieron retomar los reclamos de verdad y particularmente de justicia, respecto de ese pasado.


			El “tratamiento del pasado”


			El sintagma altamente significativo de “tratamiento del pasado” refiere al procesamiento del reciente pasado dictatorial del Cono Sur de América en clave del tratamiento de las violaciones de los derechos humanos y de los crímenes cometidos por las autoridades del régimen anterior. En este sentido, el “tratamiento del pasado” es ante todo un campo de batalla en el que se enfrentan distintos actores, intereses, capacidades y poderes. La expresión fue particularmente acuñada en los análisis locales que los cientistas sociales llevaron a cabo sobre estas experiencias sociohistóricas. 


			Una de las maneras de abordar el “tratamiento del pasado”, especialmente en función del establecimiento de un proceso de democratización en la clave del tratamiento de las violaciones de los derechos humanos y de los crímenes cometidos por las autoridades del régimen anterior, consiste en analizar las demandas o los reclamos formulados por los actores sociopolíticos en la lucha que implica el procesamiento de ese pasado, en términos de verdad, justicia, reparación, reconciliación y memoria. Esta distinción de las demandas de los actores en las transiciones democráticas puede parecer arbitraria o, en ocasiones, implicar la superposición de los términos de los reclamos. La distinción sigue siendo, sin embargo, útil en la medida en que permite analizar y comprender mejor los procesos en juego. Además, en la consideración del “tratamiento del pasado” en las transiciones del Cono Sur de América, no se puede soslayar la relación cívico-militar, generalmente conflictiva y tensa, en cuyo marco se formularon las demandas.


			Ahora bien, ¿en qué consiste cada una de estas demandas? 


			Las demandas de verdad remiten al conocimiento de los hechos, de las acciones, en una palabra, de lo ocurrido y se traducen, entre otras medidas, aunque no de manera excluyente, en lo que se conoce como comisiones de la verdad. Dichas demandas de verdad asumieron, asimismo, en el caso de la Argentina, la forma de los Juicios por la Verdad.


			Las demandas de justicia refieren a la posibilidad de practicar alguna forma de enjuiciamiento y establecimiento de responsabilidades por parte de aquellos que son considerados responsables de las violaciones y los delitos cometidos. Son implementadas, generalmente, a través de juicios judiciales o éticos. En la Argentina y Chile, también asumieron la forma del repudio público o “escrache”/“funa”,(5) respectivamente, entre otras razones, como rechazo a la imposibilidad de seguir ejerciendo las vías institucionales clásicas del enjuiciamiento judicial frente a las leyes de Punto Final y Obediencia Debida y los indultos, para el caso argentino.


			Estos procesos pueden presentar a veces problemas derivados de la aplicación de una justicia retroactiva cuando se trata de una jurisdicción que no existía en el momento en que las acciones fueron realizadas o cuya competencia no corresponde al tipo de delitos cometidos o cuando las acciones mentadas no se encontraban definidas legalmente como delitos al momento de su comisión. 


			Las demandas de reparación consisten en algún tipo de compensación por el daño sufrido. Las formas que puede asumir este tipo de reclamos son diversas y abarcan desde medidas pecuniarias hasta declaraciones de desagravio y escarnio públicos. 


			Las demandas de reconciliación reclaman un punto de consenso o encuentro de los actores en disputa o conflicto que permita, en alguna medida, suturar y, eventualmente, superar el pasado traumático y doloroso. Ciertamente las demandas de reconciliación convocan una cuestión sumamente compleja y espinosa en la medida en que se apoyan en el presupuesto de conciliar posiciones y condonar acciones con el fin de alcanzar una convivencia eventual entre partes en conflicto o damnificadas. Este tipo de demandas en la experiencia posdictatorial del Cono Sur de América se tradujo en la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación chilena o Comisión Rettig y en leyes de amnistía y pactos de olvido. En la consideración de este tipo de demandas, no se podría omitir la alusión a la experiencia sudafricana (aun cuando no pertenece a las experiencias que se están analizando) que efectivamente apeló a la reconciliación como uno de los ejes fundamentales de la transición posapartheid. Los casos mencionados son, sin embargo, muy diferentes y requerirían desarrollos mayores y específicos que exceden el marco de este artículo. No obstante, haciendo abstracción de las particularidades de los casos mencionados, no se puede dejar de señalar que la reconciliación es antes bien una medida impuesta o impulsada desde la instancia estatal con el fin de implementar cierta política hegemónica y excluyente sobre el “tratamiento del pasado” que presupone el desdibujamiento de los conflictos y las pujas implicados en ese proceso y que, en este sentido, desconoce o silencia posiciones. Asimismo, en general, este tipo de demandas tiene lugar en el contexto de situaciones de asimetría en las relaciones de fuerza y de poder de los actores implicados, en particular, de los actores más vulnerables, y en las que los grupos enfrentados tienen pocas posibilidades de encontrar otro tipo de salida con el fin de continuar su vida en común. 


			Finalmente, en lo que hace a las demandas de memoria, es necesario señalar, en primer lugar, que todas las demandas hasta aquí consideradas (verdad, justicia, reparación y reconciliación) convergen en la demanda de memoria (que, en sentido inverso, atraviesa a todas ellas), en particular, las demandas de verdad y justicia en la medida en que dependen de un núcleo primordial común puesto que la finalidad de hacer justicia es la de intentar fijar un cierto tipo de verdad y de responsabilidad frente a un conflicto.


			Las demandas de memoria apuntan a las imágenes que sobre lo ocurrido se puedan ir construyendo en el imaginario colectivo e individual. La memoria es entonces y antes que nada, un campo de lucha en el que distintos relatos sobre el pasado intentan apropiarse hegemónica y monopólicamente de su reconstrucción, tratando de imponer una visión única y excluyente y disputándose, en consecuencia, un único valor de verdad. La memoria es, por lo tanto, el campo de los recuerdos pero también, y a mismo título, de los olvidos, y sobre todo, de la lucha de distintos actores por la reconstrucción del pasado y por los sentidos de ese pasado.(6) 


			De esta suerte, pese a que memoria y olvido perezcan ser a primera vista antinómicos, demuestran ser complementarios. Como se desprende del pensamiento nietzscheano, los relatos sobre el pasado están hechos con risa, olvido, barro, mierda y sangre. Entramos aquí al dominio de las imágenes de los universos simbólicos del imaginario social. Es por ello que, cuando hablamos de memoria, siempre tenemos que preguntarnos de qué memoria estamos hablando, qué recuerdos vamos a elegir, qué imágenes del pasado vamos a retener y construir y qué sentido le vamos a dar.


			Los reclamos de memoria pueden traducirse, entre otras formas posibles, en políticas educativas, en políticas de selección de los tiempos y lugares altamente simbólicos (fechas, conmemoraciones y monumentos) y en foros de discusión y debate organizados expresamente al respecto.


			Las medidas concretas que se adoptaron respondiendo a las demandas de verdad, justicia, reparación, reconciliación y memoria en los casos considerados, llevaron a ciertas consecuencias fundamentales para el desarrollo de la consolidación del régimen democrático. Es necesario subrayar que solo en la medida del conocimiento de lo sucedido (en las distintas versiones-relatos de reconstrucción del pasado) y de la posibilidad de escuchar las distintas voces, se puede proceder al debate sobre la definición de un proyecto de sociedad (por la posibilidad de construcción de una conciencia sobre la vida en sus distintos planos –pasado/presente/futuro– y el forjamiento de una identidad a partir de ella). El ejercicio efectivo y eficaz de la justicia lleva a la credibilidad y la confianza en ella y al afianzamiento de la seguridad jurídica y el Estado de derecho (por el reforzamiento y reaseguramiento en su aplicación, de los principios básicos de la legalidad, la igualdad, la razonabilidad, etcétera). Solo en la medida en que se tenga en cuenta que la reconstrucción del pasado implica la lucha de distintos relatos en una arena política, se podrá sostener una creación más democrática de lo ocurrido. Las demandas consideradas en el “tratamiento del pasado” aparecen entonces como condiciones necesarias e ineluctables para todo futuro democrático (Raffin, 2006: 170; 2017: 164).


			En suma, existen varios términos o expresiones para referirse a la cuestión del “tratamiento del pasado”, cada uno de los cuales implica una prioridad levemente diferente. Sin embargo, el problema de qué hacer con el pasado, constituye siempre una parte fundamental de las transiciones democráticas. De hecho, puede marcar la diferencia entre el éxito y el fracaso de dichos procesos. 


			Potencialidades y virtualidades de los derechos humanos en los regímenes democráticos y posdictatoriales actuales de la región


			Con el fin de evaluar las potencialidades y las virtualidades de los derechos humanos en los regímenes democráticos y posdictatoriales actuales de la región en el marco de las líneas de continuidad de los regímenes dictatoriales y de los nuevos desarrollos autoritarios, es necesario tener presente una serie de variables.


			En primer lugar, es fundamental subrayar el significado fundamental que los procesos transicionales han tenido en la fundación de un régimen democrático. Se podría decir que dicha tarea estuvo guiada por un objetivo doble y paralelo: por un lado, la instalación de un Estado de derecho como marco general del juego democrático y, por el otro y al mismo tiempo, la construcción de una cultura democrática. 


			Francisco Delich caracterizó el proceso transicional en esta clave como el pasaje de la democracia como necesidad a la democracia como condición y como posibilidad (1984). En este pasaje, Delich sostiene que la actividad política propia de la democracia comprende el establecimiento de las reglas formales que prescriben tanto el funcionamiento de sus instituciones como los límites, derechos y deberes de la acción individual o colectiva. Estas reglas de juego explícitas incluyen, según Delich, los valores compartidos y asumidos históricamente que, en consecuencia, componen el discurso político literalmente expuesto y empleado, lo que permite discriminar entre extremos de ilegalidad (1984: 21). 


			Además de las reglas de juego democrático, el nuevo sistema político necesitó una percepción y un uso social palpables de estas reglas democráticas (1984: 12). En esta operación, fue fundamental detectar las líneas de ruptura y continuidad del régimen autoritario, sus redes y líneas de fuga, sus lazos y núcleos duros y la persistencia de sus prácticas, pues representan obstáculos e interferencias serios y ciertos al proceso de democratización, a la consolidación y a la gobernabilidad de los nuevos regímenes. En esta problemática cobra particular relevancia el “tratamiento del pasado” y, en especial, las políticas dedicadas a tal objetivo. 


			En segundo lugar, a ello se suman los numerosos nuevos desarrollos autoritarios en los regímenes democráticos de la región, que se producen, además, en términos generales, en el contexto de implementación de regímenes neoliberales. Estos desarrollos acentúan el carácter incompleto o inacabado de los regímenes democráticos posdictatoriales y convocan problemas contextuales y sistémicos de los regímenes en cuestión, según las categorías de Huntington. 


			De esta suerte, vuelve a hacerse necesario, como señalé, revisar la conceptualización de consolidación del régimen democrático en la medida en que la consolidación de un régimen implica la creación de bases sólidas y sustentables, en particular, de una cultura democrática. No parece ser aún el caso de los Estados de derecho y de las democracias del Cono Sur de América que presentan graves problemas de institucionalidad, transparencia en las reglas de juego, corrupción y prácticas clandestinas, corporativas y autoritarias, que impiden una mayor participación de la ciudadanía en el control de la gestión pública y de la creación política. Los problemas de la consolidación de los regímenes democráticos actuales acarrea, además, serios problemas de gobernabilidad.


			Finalmente, en tercer lugar, en esta evaluación de las potencialidades y las virtualidades de los derechos humanos en la línea señalada, merece una consideración especial la cuestión de la memoria como ejercicio de análisis crítico respecto del pasado dictatorial. 


			Ciertamente, como señala el crítico cultural Andreas Huyssen, vivimos, en tiempos de la globalización, en una cultura memorialista donde converge tanto el temor al olvido como la presencia del pasado, aunque en clara tensión entre ellos. Sin embargo, Huyssen explica que el lugar central que hoy se puede reconocer a la memoria tanto a nivel cultural como en los saberes que se ocupan de ella, se ha construido particularmente sobre la base de los debates abiertos a partir de la experiencia traumática de la Segunda Guerra Mundial y de la política de persecución y exterminio implementada por el régimen nazi de sus enemigos, en particular, de los judíos, que produjeron “la globalización del discurso sobre la Shoá” que perdió “su calidad de índice del acontecimiento histórico específico y empieza a funcionar como una metáfora de otras historias traumáticas y de su memoria” (2000: 15). La cuestión de la memoria implica, en este contexto, una mirada sobre el pasado traumático, sobre situaciones de represión y aniquilación, de catástrofes sociales o de sufrimiento colectivo. Así, la memoria, como índice, deíctico o paradigma, refiere a situaciones variadas (como los regímenes dictatoriales del Cono Sur de América) pero que reconocen un núcleo común en la experiencia traumática.


			En este sentido, las investigaciones de Elizabeth Jelin sobre las dinámicas de la memoria social en los procesos transicionales del Cono Sur de América, la han llevado a abordar la memoria a partir de la categoría de trabajo (2002). De esta manera, Jelin piensa la memoria como una actividad que genera y transforma el mundo social y a quienes trabajan con ella, como sujetos activos en los procesos de transformación simbólica y elaboración de los sentidos del pasado, es decir, como sujetos que trabajan sobre y con las memorias del pasado (2002: 14). 


			Ahora bien, ciertamente la memoria consiste en una manera de distinguir y de poner en relación el pasado con el presente y el futuro a través de la construcción de proyectos personales y colectivos. En este sentido, como lo sostienen Lechner y Güell, la memoria implica una relación intersubjetiva, elaborada en comunicación con otros y en determinado contexto social. En consecuencia, solo existe en plural. Como señalé en el apartado anterior al referirme a las demandas de memoria, esta pluralidad de memorias conforma un campo de batalla en que se lucha por los sentidos del pasado y del presente pero, agreguemos ahora, como lo hacen Lechner y Güell (1998: 2), con miras a delimitar los materiales con los que construir el futuro.


			Llegados a este punto, podemos concluir que los derechos humanos viven hoy en día, en el marco de las democracias posdictatoriales del Cono Sur de América, una situación paradójica hecha tanto de prácticas, ideas y mecanismos que tienden a su legitimación, promoción y realización efectiva, como de deslegitimación, desprecio, desconocimiento o negación, según casos y situaciones. No se puede desconocer la íntima vinculación entre vigencia de los derechos humanos y vigencia del régimen democrático. Las dificultades que ambos pueden presentar actualmente están ligadas tanto a los procesos de transición posdictatorial y de consolidación del régimen (en los que ciertamente juegan un papel decisivo las líneas de continuidad del régimen dictatorial, las tradiciones democráticas y autoritarias que han ido marcando la vida institucional de los países de la región durante el siglo XX y particularmente a lo largo de las últimas décadas durante los procesos posdictatoriales y la dinámica sociopolítica de los actores y grupos históricos, nuevos y en recomposición), como a la aparición recursiva de regímenes neoliberales en la región desde las últimas décadas del siglo XX. Aun teniendo en cuenta la particularidad de la historia de cada una de las sociedades consideradas, todos los factores que acabo de mencionar convergen para favorecer la configuración de un panorama hecho de luces y sombras, de interferencias, obstáculos y potencialidades para el futuro tanto de los derechos humanos como de la democracia. Tomar conciencia de ese panorama y de las posibilidades que abre el presente diagnóstico, podrá ofrecer caminos de libertad y de mayores desarrollos de los derechos humanos y la democracia o de opresión, autoritarismo y de reforzamiento de las relaciones de dependencia política, económica y cultural.


			Frente a este panorama ambivalente, acaso debamos recordar nuevamente y, más aún, conceder certeza, a la tesis de los teóricos y analistas de la política contemporánea con que abrí este artículo acerca de una continuidad latente entre formas de la democracia y formas del totalitarismo y permanecer sumamente atentos a las derivas que puede tener la configuración de la vida y de sus posibilidades, en el contexto de nuestras alicaídas democracias actuales. 
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					1. Este trabajo constituye una difusión de resultados parciales de mis investigaciones en el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (Conicet) de la Argentina y en la Universidad de Buenos Aires (UBA). Asimismo, retoma el artículo de título homónimo publicado en la Revista Pistis Praxis - Teologia e Pastoral, de la Pontificia Universidad Católica de Paraná, Curitiba, v. 11, N° 1, de enero/abril de 2019, Brasil, e ideas presentadas en reuniones científicas durante los últimos años.


				


				

					2. Si bien en la teoría y la ciencia política se establece una distinción entre regímenes dictatoriales y totalitarios en virtud de la intensidad y el alcance de los aspectos represivos del régimen, la referencia a los desarrollos que acabo de citar sobre el totalitarismo con relación a los regímenes dictatoriales del Cono Sur de América, queda justificada sobre la base de dos motivos: en primer lugar, en razón del valor que la tesis mentada puede tener en términos histórico-filosóficos y, en segundo lugar, por la denominación que se asignó a los regímenes políticos en cuestión a partir del juego que se estableció en la coyuntura específica de la Guerra Fría. Ciertamente, guiado por la política del doble estándar o doble criterio de medida, Estados Unidos reservó estratégicamente el empleo del término dictaduras o regímenes autoritarios para los regímenes del Cono Sur de América a fin de distinguirlos de los regímenes totalitarios ligados al bloque oriental, destacando el carácter menos malo de los primeros por sobre los segundos. Ello obedeció a la necesidad de mantener a los regímenes sudamericanos como aliados en la Guerra Fría y al hecho de no poder dejar de reconocer, de todas formas, el signo no democrático de estos regímenes.


				


				

					3. En general, las dictaduras del Cono Sur de América son identificadas con los regímenes establecidos por los gobiernos militares de los países y de los periodos siguientes: Brasil 1964-1985, la Argentina con la así denominada “Revolución argentina” 1966-1973, Uruguay 1973-1985, Chile 1973-1989, la Argentina con el así denominado “Proceso de Reorganización Nacional” 1976-1983, Bolivia 1980-1982 y Paraguay 1954-1990. El análisis de este artículo se centrará prioritariamente en los casos paradigmáticos de Brasil, Uruguay, Chile, la Argentina del “Proceso de Reorganización Nacional” y el Paraguay de Stroessner que constituye un caso particular en la medida en que une las experiencias de los gobiernos militares latinoamericanos de la mitad del siglo XX, caracterizados por un fuerte proyecto económico-político de desarrollo y modernización, con las dictaduras instaladas alrededor de los años 1970 en el contexto de la Guerra Fría, la revolución cubana y su eventual proyección en América Latina y el enfrentamiento socio-político al interior de las sociedades consideradas. La dictadura boliviana fue montada por los gobiernos dictatoriales de los países vecinos.


				


				

					4. Cf., respectivamente, Ansaldi (2001), Russell (1998), O’Donnell (1993), de Pinheiro (1999) y Zakaria (1997).


				


				

					5. Las palabras “escrache” y “funa” pertenecen al lunfardo argentino y chileno respectivamente y significan denuncia; provienen de los verbos “escrachar” y “funar” que significan denunciar, mostrar y, sobre todo, ser expuesto. pero de una manera peyorativa.


				


				

					6. El olvido juega un papel fundamental en la construcción de la memoria. Pese a que el olvido jurídico (la amnistía) y el olvido subjetivo (la amnesia) no son sinónimos, las argumentaciones políticas esgrimidas a favor del olvido pretenden suprimir sus diferencias. A propósito de las experiencias posdictatoriales del Cono Sur, Elizabeth Lira y Brian Loveman (1998: 6) señalan que cuando se trata de una historia en la que opresión y represión se encuentran estrechamente unidas, “las medidas limitadas a la impunidad de la represión resultan completamente insuficientes desde la percepción de abuso e injusticia de los sectores más afectados”. Los autores afirman que de esta manera, “ante la proposición de olvido surge la apelación a la memoria que enfatiza, por una parte no olvidar el pasado de opresión y represión, y por otra no olvidar el proyecto de sociedad por el cual se luchaba”. Es entonces en este momento en que la memoria refuerza la verdad sobre el pasado que propone. En consecuencia, memoria y verdad, como lo sostienen Lira y Loveman, constituyen dimensiones psicosociales y éticas que surgen desde diferentes sectores de la sociedad y que, incansablemente, intentan contrarrestar la impunidad jurídica inherente a las amnistías y el olvido impuesto por estas medidas.


				


			


		




		

			El caso argentino, desde una mirada comparada


			Daniel Rafecas


			Tras el histórico Juicio a las Juntas Militares por el cual se dictaron duras condenas a los máximos responsables de la última dictadura (1976-1983) llevado a cabo por la Cámara Federal (en pleno) de la Capital Federal durante 1985,(1) y algunas otras prisiones preventivas dictadas por distintos tribunales contra mandos medios de las fuerzas armadas argentinas durante 1986, comenzó en la Argentina un prolongado período, caracterizado por la impunidad y el olvido.


			Esta etapa se inauguró con la sanción, por parte del Congreso Nacional, de las oprobiosas leyes de Punto Final y de Obediencia Debida, en 1986 y 1987,(2) a las que les siguieron, durante 1989 y 1990, la firma de los decretos presidenciales de indulto, tanto a condenados como a procesados por crímenes contra la humanidad cometidos en el contexto de la última dictadura. Tanto las leyes de impunidad como los indultos a militares fueron avalados en su momento por la mayoría de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, lo cual terminó de sentar las bases de una política de Estado destinada a enterrar toda iniciativa de echar luz sobre el pasado reciente de violencia estatal, así como de proveer justicia, verdad y reparación a las víctimas.


			Como toda política de Estado, la consolidación de los objetivos trazados (impedir todo avance en materia de justicia y verdad; desmantelar el camino emprendido en la Argentina en esos aspectos) era sostenida en forma permanente desde el ámbito mediático, y a través de los circuitos educativos formales, donde circulaban en forma permanente discursos relativistas del terrorismo de Estado (la teoría de los dos demonios, la apelación a la guerra sucia, y consignas similares), acompañados de los mismos clichés, empleados unos años antes en la temprana posguerra en Alemania (1945-1960) en procura de los mismos fines: “hay que dar vuelta la página”, “debemos dejar de mirar al pasado para apostar al futuro”, y expresiones similares. Un aspecto fundamental de esta política de Estado tendiente a lograr olvido e impunidad tenía que ver con el ofrecimiento de sucedáneos destinados a las víctimas, y de cortinas de humo dirigidas a la opinión pública y a la comunidad internacional, con el objetivo de perpetuar en el tiempo dicha política, mediante la neutralización de los reclamos y cuestionamientos que generaba, en especial, de parte de los organismos de derechos humanos y de las organizaciones que representaban a las víctimas, con más algunas agrupaciones políticas consustanciadas con esos mismos valores, que resurgieron tras la recuperación del sistema democrático a fines de 1983.


			En la Argentina, el estandarte funcional a los objetivos planteados desde el poder fue el despliegue de políticas de reparación económica ofrecidas a sobrevivientes y familiares, en un contexto más amplio de proclamas y llamados públicos a la concordia y a la reconciliación de los argentinos, que llegaron al paroxismo con la trasnochada idea gubernamental de demoler las instalaciones del predio de la ex ESMA, y reemplazarlo por un monumento alegórico a tales fines.(3) Una mirada en perspectiva de aquellas estrategias nos indican claramente cuál era el objetivo fundamental: sepultar definitivamente todo conato de provisión de verdad y de justicia respecto de la década del terrorismo de Estado en la Argentina (1974-1983).


			Resulta revelador trazar un paralelo entre este período de impunidad y olvido que tuvimos en nuestro país a partir de 1987 con el similar que atravesó Alemania Federal tras la caída del nacionalsocialismo y la salida de las fuerzas de ocupación aliadas (1949), ya que, en ambas experiencias, el establishment político y judicial sentó las bases para evitar toda revisión del pasado reciente, a partir de la sanción de leyes de impunidad, permitiendo de este modo la paulatina integración de miles de cuadros implicados en atrocidades masivas en la vida social, económica y política de sendas posdictaduras. Este estado de cosas –en el cual las víctimas no pueden evitar convivir con sus verdugos–, en ambas experiencias comenzó a verse amenazado a partir de acontecimientos que tuvieron lugar en el extranjero: en el caso de Alemania, con el juicio oral celebrado en Jerusalén contra Adolf Eichmann, en 1960; en el caso de la Argentina, con el proceso llevado a cabo por la Audiencia Nacional de Madrid, en 1998, en el que se dispuso la captura de medio centenar de represores argentinos por crímenes contra la humanidad cometidos en la Argentina durante la última dictadura. Los efectos fueron prácticamente inmediatos: en Alemania se organizó y celebró rápidamente el juicio oral relacionado con crímenes cometidos en Auschwitz-Birkenau (1963-1965), que inauguró una etapa de reapertura de procesos judiciales por crímenes del nazismo; mientras que en la Argentina, en 2001, un Juzgado Federal en lo Criminal de la Ciudad de Buenos Aires reabrió una investigación penal por delitos cometidos durante la dictadura, y declaró inconstitucionales por primera vez las leyes de Obediencia Debida y Punto Final.(4) Ese fallo, circunscripto a un único imputado y a dos víctimas, sería confirmado por la Sala II de la Cámara Federal en 2003 y, al ser llevado ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, también convalidado en 2005. Las dos víctimas se llamaban José Liborio Poblete y Gertrudis Hlaczik. El acusado, Julio Simón (a) “el Turco Julián”. 


			Así, es interesante advertir cómo, tanto en la experiencia alemana como en la argentina, factores externos influyeron decisivamente en el quiebre del statu quo impuesto por las élites locales. En términos metafóricos, en el formidable dique erigido para contener las demandas y reclamos legítimos e impostergables de las víctimas, que parecía inexpugnable, fueron apareciendo fisuras, por donde comenzaba a filtrarse el agua; esas fisuras fueron creciendo, dejando pasar aún más la corriente, y así llegó un punto en que las aberturas alcanzaron tal magnitud que arrasaron con el dique y liberaron las fuerzas que venían siendo contenidas. 


			En efecto, el fallo “Simón” de la Corte Suprema,(5) que sobre la base del fallo “Barrios Altos” de la Corte Interamericana de Derechos Humanos(6) derribó el imperio legal de las leyes de impunidad, y que se complementó con el fallo “Riveros”,(7) en donde la misma Corte dispuso la anulación de los indultos a represores, terminaron de consolidar el notable proceso de paulatina apertura de investigaciones penales por crímenes de lesa humanidad cometidos durante la era del terrorismo de Estado en la Argentina.


			He aquí donde también resulta de interés trazar una mirada comparada, ya que otros países de la región que también vivieron experiencias traumáticas de violencia estatal, como Uruguay o Brasil, incluso con aspectos comunes, como lo fue sin duda el Plan Cóndor, vieron cerradas las posibilidades de llevar adelante el enjuiciamiento penal a sus respectivos represores. Esto se debió a que en ambos países, en forma sistemática, los Superiores Tribunales de Justicia se negaron a seguir la doctrina del fallo “Barrios Altos” y el legado de Nuremberg, declarando que los crímenes cometidos en los períodos dictatoriales previos habían prescrito por el paso del tiempo, y que la incorporación posterior de cláusulas y pactos que obligan a la persecución de esos delitos no podía aplicarse retroactivamente.


			No es una exageración afirmar que, en la Argentina, todo estaba previsto para que la Justicia transitara el mismo camino de impunidad, ya que el perfil de los integrantes de la Corte Suprema, ampliada a nueve miembros durante la década de 1990, así como la mayoría de los integrantes de la Cámara Nacional de Casación Penal, creada en esos mismos años, tenían un claro denominador común: su total acuerdo en el mantenimiento del pacto de olvido e impunidad respecto de los crímenes dictatoriales. Pero una alteración inesperada tuvo lugar en la escena política argentina en 2003: la llegada a la presidencia de la nación de Néstor Kirchner, quien desde un primer momento propició un giro de ciento ochenta grados en la política oficial en el tema en cuestión, y se convirtió en el receptor y transmisor de todos los reclamos postergados de los organismos de derechos humanos que clamaban desde hacía décadas por verdad y justicia. Se hacía evidente, en este momento de transición, que no solo había que desmantelar la política de Estado imperante desde 1987, sino que además debía ponerse en marcha sin más demora una política de Estado de sentido opuesto, esto es, favorable a proveer memoria, verdad, justicia y reparación moral y material a todas las víctimas del terrorismo de Estado.


			Para ello, estaba claro que la integración mayoritaria de la Corte Suprema, heredada de la administración presidencial anterior, constituía un obstáculo para ello. De allí que se activaron los mecanismos constitucionales, se produjeron renuncias y remociones, y se designó en su lugar a jueces y juezas de perfil académico y democrático. Fue con esta nueva integración que se lograron los fallos “Simón” y “Riveros” antes mencionados.(8) Es entonces difícil sobrestimar la importancia histórica que tuvo la decisión del Poder Ejecutivo, y la actuación del Poder Legislativo, de generar una renovación democrática de la Corte Suprema de nuestro país, durante 2003 y 2004: hay que ser claros en esto. Sin esta decisión política no hubieran existido las modificaciones en la integración del máximo tribunal de la nación, y sin este cambio de integración, los fallos “Simón” y “Riveros” no se hubieran dictado, ni las consecuencias ulteriores en los tribunales penales de todo el país a partir de la doctrina sentada en tales fallos. Ello se ve muy claro cuando estudiamos el caso uruguayo y el caso brasileño. Pese a que durante largos períodos ambas naciones fueron gobernadas por coaliciones progresistas, no se produjo la esperada revisión judicial del pasado de autoritarismo, por la sencilla razón de que los superiores tribunales, dominados por cuadros judiciales conservadores, se mantuvieron firmes en sostener doctrinas favorables a la impunidad frente a crímenes de lesa humanidad. Ello no pasó desapercibido para la comunidad internacional, puesto que en el ámbito interamericano, la Corte Interamericana de Derechos Humanos condenó a ambos países precisamente por esta política opuesta a los reclamos universales en materia de justicia.(9)


			De este modo, uno de los vectores fundamentales sobre los que descansa la fortaleza de los procesos de enjuiciamiento y castigo a criminales de lesa humanidad en la Argentina, ha sido y sigue siendo, indudablemente, la postura clara y constante de la Corte Suprema (así como también la Cámara Federal de Casación Penal renovada) sobre esta materia, que podríamos resumir en la siguiente expresión: frente a delitos de lesa humanidad, deben removerse todos los obstáculos formales y materiales que obstaculicen o impidan la provisión de verdad y justicia para las víctimas. De este modo, en la Argentina, desde mediados de los años 2000 y hasta la actualidad, se ha cumplido con esta consigna en forma notable. Procesos judiciales se han abierto en todas las jurisdicciones del país, de norte a sur y de este a oeste. Jueces de instrucción, camaristas, miembros de tribunales orales y de casación, del ámbito federal, más los respectivos agentes fiscales, se sumaron a la tarea inmensa de reconocer judicialmente a decenas de miles de víctimas, de someter a proceso a miles de victimarios, y de identificar y reconstruir la estructura interna y las reglas cotidianas imperantes en cientos de centros clandestinos de detención y tortura. Y así, los juicios de lesa humanidad, han pasado a formar parte esencial de la política de Estado trazada desde 2003, que abarca muchos otros ámbitos, como el político, el cultural, el educativo y el comunicacional. 


			Lo interesante del caso argentino en este aspecto es que cuando se produjo el vuelco de campana en la actitud oficial frente a la cuestión, grandes sectores de la opinión pública –tras quince años de exposición a discursos políticos y mediáticos relativistas y proclives al olvido y la impunidad–, no estaban preparados para ello. Por eso, aquella decisión del presidente Kirchner de “volver a mirar al pasado en vez de mirar al futuro”, de “atentar contra la reconciliación de los argentinos” y en definitiva “de ocuparse de cosas que pasaron hace treinta años” (recuerdo vivamente la circulación de este tipo de frases en círculos de clase media en aquel entonces), cobra aún mayor dimensión histórica, puesto que se trató de una decisión contramayoritaria, en el sentido de que, más allá de los círculos progresistas y de derechos humanos, no se trataba de una bandera o de una consigna que fuera de relevancia para amplios sectores de la población, anestesiada tras quince años de discursos constantes que iban en el sentido contrario. Y así, se sentaron las bases sobre las cuales se desplegaron las investigaciones judiciales penales, primero en la fase de instrucción, y luego, en la etapa oral y pública, fase inaugurada con la celebración de los debates en la ciudad de La Plata, en los casos “Etchecolatz” y “Von Wernich”.(10)


			Estos procesos judiciales, que han producido en todos estos años cientos de sentencias,(11) se han caracterizado por el respeto irrestricto a las garantías penales y procesales que asisten a los imputados. En efecto, todos los jueces y fiscales intervinientes son los magistrados naturales asignados a cada caso conforme los mecanismos constitucionales y legales previstos de antemano. No se designaron tribunales ad hoc ni comisiones especiales. Se aplicaron los delitos y las escalas penales vigentes para la época de comisión de los hechos (razón que explica la imposibilidad, por ejemplo, de condenar por el delito de desaparición forzada de personas, incorporado al Código Penal argentino recién en 2011).(12) Se ha respetado a rajatabla el derecho de defensa en juicio, el debido proceso legal, la doble instancia y el principio de inocencia (por el cual se explica que tengamos en total entre mil quinientos y dos mil procesados y condenados, pese a las sospechas que recaen sobre muchísimos otros denunciados o señalados por la comisión de estos delitos).


			En mi experiencia como magistrado (a cargo de la causa del Primer Cuerpo de Ejército) durante estos últimos quince años, he contemplado desde el interior de la maquinaria judicial penal que los estándares probatorios exigidos para avanzar a través de la secuencia imputación-procesamiento-condena de primera instancia-sentencia definitiva es tanto o más rigurosa en estos casos (habida cuenta las graves consecuencias punitivas para el justiciable) que para el resto de los delitos ordinarios. De modo tal que ello, sumado a las restantes características de estos procesos judiciales, han alejado la posibilidad de que estos procesos sean atacados o criticados por tener una supuesta impronta política, o por su presunta parcialidad, o bien por la pretensión de que constituyan ejemplos del mal llamado derecho penal del enemigo. Nada de ello ha prosperado, ni en el ámbito nacional, ni en el internacional. A ello, se le suma que la experiencia de los juicios tuvo una notable expansión geográfica, ya que prácticamente no hubo ciudad media o grande de nuestro país en donde no se hayan celebrado audiencias de debate relacionadas con estos crímenes. 


			Así, está claro que el prestigio de la actuación judicial profesional e imparcial ha generado transformaciones profundas en la mirada que viene teniendo la opinión pública respecto de la importancia de estos juicios, así como de lo que fue la dictadura y el terrorismo de Estado para nuestra sociedad. En tal sentido, mi impresión como actor de estos procesos es que la sociedad en su conjunto, hasta la reapertura masiva de los juicios a mediados de los dos mil, no había caído en la cuenta (o no había querido registrarlo) de lo bajo que caímos como sociedad en el contexto de la última dictadura. Esta percepción fue modificándose en forma paulatina, pero constante en todos estos años, ya que cada avance en los procesos judiciales (cada detención, o bien una indagatoria, o el dictado de un procesamiento, o la elevación a juicio, cada juicio oral, hasta el dictado de la condena) suele ser noticia judicial, se reproduce en los medios, que muchas veces traen a colación la palabra de las víctimas, y así, por primera vez (ya que el Juicio a las Juntas Militares de 1985 tuvo restricciones para su difusión pública) la sociedad tuvo acceso de primera mano a lo que realmente había sucedido en aquellos años, y se fue generando una corriente de sensibilización y simpatía para con las víctimas, y una convergente corriente de repudio y condena social para los perpetradores, que incluyó a las nuevas generaciones.


			Así, la marcha de los procesos judiciales en la Argentina fue acompañada por una creciente ola de apoyo público, que comenzó a valorar positivamente tanto las formas como los objetivos de los procesos, haciendo que los juicios de lesa humanidad cobren plena autonomía de cualquier coyuntura política y mantengan su avance descansando sobre la base de este apoyo directo de la sociedad. Gracias a esa labor imperceptible, cotidiana, permanente y coherente, llevada a cabo por miles de actores, en el marco de una política de Estado más amplia, aquella visión social contramayoritaria fue cambiando de sentido.


			Ello se vio cristalizado en las masivas manifestaciones públicas que se suscitaron a partir de un fallo de la Corte Suprema de Justicia en 2017, conocidas como “las marchas del 2 x 1”.(13) En efecto, ante una sentencia relacionada con un único acusado (Luis Muiña) que parecía poner en riesgo la incolumidad de las cientos de condenas dictadas a los represores,(14) la sociedad civil, en pocos días y prácticamente sin intermediarios ni instigadores visibles, concretó una descomunal manifestación pública en la Plaza de Mayo, acompañado con muchas otras en todas las grandes ciudades del país, en repudio de lo que amenazaba ser el primer grave retroceso en esta materia, desde la ignición de estos juicios a comienzos de los años 2000. Las consecuencias de aquella gigantesca movilización no se hicieron esperar: para la misma tarde en que estaba fijada la convocatoria, el Parlamento argentino emitía una legislación que le cerraba el camino a la interpretación que había efectuado la Corte (acerca de la Ley 24390 de prisión preventiva),(15) y luego de un tiempo prudencial, el máximo tribunal, con la misma integración, revirtió el fallo “Muiña” y sepultó aquella tentativa de difuminar los progresos logrados en términos de juicio y castigo a criminales de lesa humanidad.(16)
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